 En la ciudad de Pergamino, reunidos en Acuerdo Ordinario los Sres. Jueces de la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial Pergamino, para dictar sentencia en la causa N° 5047-23 caratulada "PRESTA MIRIAM LAURA C/ BANCO DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES  S/ NULIDAD ACTO JURIDICO", Expte. 77.184 del Juzgado en lo Civil y comercial N° 1, se practicó el sorteo de ley que determinó que la votación debía efectuarse en el siguiente orden: Graciela Scaraffia y Roberto Degleue, y estudiados los autos se resolvió plantear y votar las siguientes: 

C U E S T I O N E S:

I) ¿Se ajusta a derecho la sentencia apelada?

II) ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

A la primera cuestión la señora Jueza Graciela Scaraffia dijo:

El Sr. Juez de la anterior instancia falló la presente aprobando la liquidación correspondiente a estos actuados, en cuanto hubiere lugar, en la suma de $1.820.172,40 (arts. 34, 36, 501, ss. y cc. del C.P.C.C., aplicable por analogía; y arts. 765/772 del C.C.C.N.). Y tomando como base dicha liquidación, reguló los honorarios a los letrados Dr. Gerardo Rubén Van Becelaere, Dr. Fernando Daniel Yarroch y Dra. Mariana Ulla, por los trabajos realizados en autos, en las sumas equivalente a 20,95 jus, 7,66 jus y 7 jus de unidad arancelaria, respectivamente, a los que deberá adicionarse el 10% en concepto de contribución previsional y el porcentaje de ley previsto para el IVA en cuanto correspondiere.
Tal decisorio fue objeto del recurso de apelación deducido por el Dr. Gerardo Rubén Van Becelaere mediante el escrito electrónico de fecha 11/12/23, el que fuera fundado al momento de su interposición, y concedido en relación y con efecto suspensivo el 14/12/23. En fecha 21/12/23 fue evacuado el traslado conferido a la demandada. Elevados los autos a ésta alzada, en fecha 15/2/023  llamamiento de autos, providencia, que firme a la fecha deja la causa en condiciones de ser fallada.

El recurrente principia su queja esgrimiendo que en el presente proceso existió acumulación de pretensiones, y por tanto competía que el juez de grado practicara dos regulaciones de honorarios por separado -una por la acción de ineficacia de acto jurídico, y otra por la acción de daños y perjuicios-, conforme lo normado por el art. 26 LHP.
En otro orden, se agravia de que el magistrado, a los efectos de establecer la base regulatoria, se haya limitado a computar el monto originario del préstamo otorgado, sin aditar intereses. Sobre el particular, pone de resalto que una de las pretensiones de autos consistía en que se declarara la inexistencia del acto jurídico de referencia por el monto que fuera concedido, con más los intereses respectivos, y que por ello, mediante la pericia contable llevada a cabo en la presente se fijó el monto total de devolución del préstamo en la suma de $1.725.086,16, la que no fue controvertida por la contraria. Recordando que en la sede de grado, se declaró la inexistencia del acto jurídico en cuestión, y en consecuencia el cese de los efectos y consecuencias generadas en función del mismo, lo que fuera confirmado por éste Tribunal. Asimismo, sostiene que no resulta óbice para la inclusión de intereses que el crédito no haya sido cobrado a raíz de la cautelar que promoviera su parte. Cita precedente.
En último término, se duele de los honorarios regulados en su favor, tildándolos de bajos.
La contraria, al contestar el traslado conferido, impetra el rechazo de la pieza recursiva deducida.

Ya en tarea, liminarmente habré de acudir a lo dispuesto por el art. 26 ley 14.967, que dispone: "Si en el pleito se hubieren acumulado acciones o deducido reconvención, se regularán por separado los honorarios que correspondan a cada una". 

Desde éste enfoque, siendo que en el caso de marras se han resuelto dos pretensiones, por un lado, la declaración de inexistencia de acto jurídico, y por otro lado, se ha condenado al demandado a abonar a la actora la suma de $900.000 por daño moral y punitivo, con más intereses, es que competía al juez de grado practicar la regulación de honorarios por separado, por cada una de las acciones entabladas, correspondiendo en consecuencia dejar sin efecto el auto regulatorio en cuestión por resultar contrario a derecho (ver resoluciones de fechas 4/8/23 y 21/9/23).

No obstante, estimo asiste razón al sentenciante en punto a que la base regulatoria por la acción de inexistencia de acto jurídico, resulta ser el valor originario del préstamo otorgado -$551.000-, sin intereses.
Pues, recuérdase que ésta Alzada ha dicho reiteradamente que "Frente a la impronta de orden público y jerarquía constitucional que exhibe la cosa juzgada surgente de la sentencia firme, la liquidación a concretar debe atenerse a las precisas pautas señaladas en la misma, pues la fase ejecutoria ha de estar delimitada por el alcance de la sentencia que dinamiza y, a su vez, legitima la determinación de la suma líquida a oblar, la que surgirá del estricto seguimiento de los parámetros establecidos en la resolución que mandó llevar adelante la ejecución..." (CAP causa Nº 1693-13, RSI 80-13 del 11/04/13; causa Nº 2081-14, RSI 83-14 del 22/05/14, RSD 2547 Reg. 64/2016, entre otras).

Consecuentemente, aún cuando el apelante insista con la inclusión de intereses en relación a la acción de inexistencia de acto jurídico; en atención al principio de inmutabilidad de la cosa juzgada deberá estarse a la literalidad de la tasa de interés establecida en la sentencia firme de fecha 4/8/23, la cual puede apreciarse con claridad se fijó solamente respecto de la acción por daños y perjuicios (ver punto 1) de la parte resolutiva y punto VI de los considerandos).

Ello evidencia el valladar infranqueable que conforman los términos de la sentencia dictada y firme, que no pueden ser modificados estableciéndose una tasa de interés no contemplada en el fallo. Es inviable alterar, en esta etapa procesal, los contenidos de la condena, irrumpiendo los lineamientos prefijados, con la inclusión de una tasa de interés diferente a la que fue fijada en el decisorio firme. En consecuencia, consentida por las partes la sentencia dictada, el ámbito de su ejecución está circunscripto a los límites de la decisión recaída en el proceso de conocimiento y dentro de los términos que producen la eficacia de la cosa juzgada.
En el precedente citado por el recurrente, caratulado Piccardo, María Albertina c/ Banco Santander Rio S.A. s/ Nulidad de Acto Jurídico, N° 4684-22, ésta Alzada fijó expresamente la tasa de interés aplicable a las sumas debitadas, diferenciándosela de la aplicable al daño moral y punitivo (ver sentencia definitiva del  27/9/22, y más precisamente último párrafo de los considerandos).
Ahora así dilucidada la cuestión precedente, corresponde dejar aclarado que respecto de la acción por daños y perjuicios, a los efectos regulatorios, deberá tenerse en cuenta la liquidación aprobada por el juez de grado mediante el decisorio puesto en crisis, previa deducción del monto correspondiente al préstamo otorgado -es decir, la suma de $551.000-, lo que arroja un saldo de $1.269.172,40.
Restando señalar que, en atención a lo resuelto mediante el presente, deviene abstracto el tratamiento de la apelación de los honorarios por bajos. No existe agravio actual para el apelante (art. 242 CPCC).

Por las razones dadas, citas legales de referencia y con el alcance indicado,

VOTO POR LA NEGATIVA.
A la misma cuestión el señor Juez Roberto Degleue por análogos fundamentos votó en el mismo sentido.-

A la segunda cuestión la señora Jueza Graciela Scaraffia dijo: 

De conformidad al resultado habido al tratarse la cuestión precedente, estimo que el pronunciamiento que corresponde dictar es: 

Hacer lugar parcialmente al recurso de apelación deducido, y en su mérito dejar sin efecto el auto regulatorio puesto en crisis, mandándose al juez de grado practicar nueva regulación de honorarios, por separado, por cada una de las acciones entabladas, conforme las pautas establecidas en los considerandos.

Costas en el orden causado, por mediar vencimiento parcial y mutuo (arts. 68/69 CPCC).

Diferir la regulación de honorarios de Alzada hasta tanto obre base firme a tales efectos (art. 31 LHP).

ASI LO VOTO. 
A la misma cuestión el señor Juez Roberto Degleue por análogos fundamentos votó en el mismo sentido.-

Con lo que terminó el presente Acuerdo, dictándose la siguiente;

S E N T E N C I A:
Hacer lugar parcialmente al recurso de apelación deducido, y en su mérito dejar sin efecto el auto regulatorio puesto en crisis, mandándose al juez de grado practicar nueva regulación de honorarios, por separado, por cada una de las acciones entabladas, conforme las pautas establecidas en los considerandos.

Costas en el orden causado, por mediar vencimiento parcial y mutuo (arts. 68/69 CPCC).

Diferir la regulación de honorarios de Alzada hasta tanto obre base firme a tales efectos (art. 31 LHP).

Regístrese. Notifíquese por Secretaría (Ac. 4013 y mod. SCBA) remitiéndose copia digital de la presente sentencia a los domicilios electrónicos de las respectivas partes. Devuélvase. 

REFERENCIAS:
Funcionario Firmante: 26/03/2024 09:55:01 - SCARAFFIA Graciela Hilda - JUEZ

Funcionario Firmante: 26/03/2024 10:02:41 - DEGLEUE Roberto Manuel - JUEZ

Funcionario Firmante: 26/03/2024 12:11:44 - BIANCO Luis Maria - AUXILIAR LETRADO DE CÁMARA DE APELACIÓN
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